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MUNICIPIO DE
EL SANTUARIO

[bookmark: _heading=h.cbw9f2n0pz0] ANÁLISIS DEL SECTOR
LEY 1150 DE 2007 - DECRETO 1082 DE 2015 – ARTÍCULO 2.2.1.1.1.6.1.
OBJETO: 	ATENCIÓN INTEGRAL A ADULTOS INSTITUCIONALIZADOS DE ESCASOS RECURSOS ECONÓMICOS, EN CONDICIÓN DE VULNERABILIDAD Y ABANDONO”, CON EL CENTRO DE BIENESTAR DEL ANCIANO SAN VICENTE DE PAUL.

MODALIDAD:  CONTRATACIÓN DIRECTA.
TIPOLOGIA:	PRESTACION DE SERVICIOS.
 CAUSAL:        DECRETO 1082 DE 2015 - ARTÍCULO 2.2.1.2.1.4.9. 
1. PERSPECTIVA LEGAL.

Con el propósito de dar cumplimiento a lo dispuesto en la Ley 80 de 1993, la Ley 1150 de 2007, los artículos 2.2.1.1.1.6.1 y 2.2.1.2.1.4.9 del Decreto 1082 de 2015, así como a la Guía para la Elaboración de Estudios del Sector expedida por Colombia Compra Eficiente, la Secretaría de Protección Social del Municipio de El Santuario realizó el análisis del sector correspondiente al objeto del presente proceso de contratación, identificando el marco jurídico aplicable, las condiciones técnicas, organizacionales, comerciales, financieras y de riesgo, con el fin de sustentar la necesidad de la contratación y garantizar el cumplimiento de los principios de planeación, transparencia, economía, responsabilidad y selección objetiva que rigen la contratación estatal.

El sector objeto del presente análisis corresponde al conjunto de instituciones dedicadas a la prestación de servicios de atención integral institucional para personas adultas mayores, comprendiendo actividades relacionadas con alojamiento, alimentación, cuidado permanente, suministro de vestuario cuando se requiera, elementos de aseo personal, acompañamiento psicosocial, recreación, cultura, integración social, protección de derechos, acompañamiento para el acceso a los servicios de salud y demás acciones orientadas a garantizar condiciones dignas de vida para las personas mayores en condición de vulnerabilidad, abandono, indigencia, violencia intrafamiliar o cualquier otra circunstancia que haga necesaria su institucionalización.

El artículo 2 de la Constitución Política establece como fines esenciales del Estado servir a la comunidad, promover la prosperidad general y garantizar la efectividad de los principios, derechos y deberes consagrados en la Constitución Política; facilitar la participación de todos en las decisiones que los afectan y asegurar la convivencia pacífica y la vigencia de un orden justo. En armonía con lo anterior, el artículo 209 Superior dispone que la función administrativa se desarrolla con fundamento en los principios de igualdad, moralidad, eficacia, economía, celeridad, imparcialidad y publicidad, orientando todas las actuaciones de las entidades estatales hacia la satisfacción del interés general.

De manera específica, el artículo 46 de la Constitución Política dispone que el Estado, la sociedad y la familia concurrirán para la protección y asistencia de las personas adultas mayores y promoverán su integración a la vida activa y comunitaria, garantizando los servicios de seguridad social integral y el subsidio alimentario en caso de indigencia. Así mismo, los artículos 48 y 49 reconocen la seguridad social y la salud como servicios públicos de carácter obligatorio cuya dirección, coordinación y control corresponde al Estado, garantizando el acceso efectivo de toda la población a dichos servicios.

En desarrollo de estos mandatos constitucionales, la Ley 80 de 1993, Estatuto General de Contratación de la Administración Pública, establece que la contratación estatal constituye un instrumento para el cumplimiento de los fines del Estado, la continua y eficiente prestación de los servicios públicos y la efectividad de los derechos e intereses de los administrados. Por su parte, la Ley 1150 de 2007 introdujo medidas para fortalecer la eficiencia y la transparencia en la contratación estatal, estableciendo mecanismos orientados a garantizar la adecuada planeación de los procesos contractuales.

El Decreto 1082 de 2015, como Decreto Único Reglamentario del Sector Administrativo de Planeación Nacional en materia de contratación pública, establece en el artículo 2.2.1.1.1.6.1 la obligación de las entidades estatales de realizar durante la etapa de planeación el análisis necesario para conocer el sector relativo al objeto del proceso de contratación desde las perspectivas legal, comercial, financiera, organizacional, técnica y de análisis del riesgo, dejando constancia de dicho análisis dentro de los documentos del proceso. De igual manera, el artículo 2.2.1.2.1.4.9 contempla la causal de contratación directa que sirve de fundamento jurídico para el presente proceso contractual, conforme a las condiciones particulares establecidas por la Administración Municipal.

En cuanto a las competencias territoriales, la Ley 136 de 1994, modificada por la Ley 1551 de 2012, establece que el municipio constituye la entidad fundamental de la división político-administrativa del Estado y le corresponde promover el desarrollo integral de su territorio, garantizar el bienestar general de la población y prestar los servicios públicos que determine la Constitución y la ley.

Así mismo, la Ley 715 de 2001, al distribuir competencias entre la Nación y las entidades territoriales, asigna a los municipios responsabilidades relacionadas con la dirección, coordinación y gestión del acceso de la población a los servicios de salud, así como la ejecución de programas orientados a la promoción, protección y recuperación de la salud, especialmente respecto de la población en condiciones de vulnerabilidad.

En materia de protección especial a las personas mayores, la Ley 1251 de 2008 dicta normas tendientes a procurar la protección, promoción y defensa de los derechos de los adultos mayores, orientando las actuaciones del Estado hacia la garantía de un envejecimiento digno, activo, saludable y con enfoque diferencial.

Por su parte, la Ley 1276 de 2009, que modificó la Ley 687 de 2001, fortaleció la protección de las personas mayores mediante la creación y financiación de programas destinados al bienestar integral de esta población, asignando a las entidades territoriales responsabilidades en la ejecución de proyectos financiados con los recursos provenientes de la Estampilla para el Bienestar del Adulto Mayor.

De igual forma, la Ley 1315 de 2009 estableció las condiciones mínimas destinadas a dignificar la permanencia de las personas mayores en los Centros de Protección Social al Adulto Mayor, fijando estándares relacionados con infraestructura, talento humano, atención interdisciplinaria, alojamiento, alimentación, cuidado permanente y protección integral de los usuarios.

Complementariamente, el Decreto 681 de 2022 adoptó la Política Colombiana de Envejecimiento Humano y Vejez 2022-2031, estableciendo como propósito garantizar el ejercicio pleno de los derechos de las personas mayores, promover su autonomía, fortalecer la inclusión social y mejorar su calidad de vida mediante acciones articuladas entre las diferentes entidades del Estado.

Igualmente, la Resolución 100 de 2024, mediante la cual se adopta el Plan Decenal de Salud Pública 2022-2031, reconoce el envejecimiento saludable como una prioridad de salud pública y establece estrategias dirigidas a reducir las desigualdades sociales, fortalecer la atención integral y garantizar condiciones de bienestar para la población adulta mayor.

En el ámbito departamental, la Resolución 0024 de 2017, expedida por la Gobernación de Antioquia, establece las condiciones mínimas técnicas, administrativas, locativas y de talento humano que deben cumplir los Centros de Protección Social al Adulto Mayor y las instituciones que prestan servicios de atención integral institucional, constituyéndose en el principal referente técnico para la ejecución del presente contrato.

En el ámbito municipal, el Acuerdo Municipal No. 033 del 13 de noviembre de 2008, modificado por el Acuerdo Municipal No. 015 del 28 de mayo de 2009, adoptó la Estampilla para el Bienestar del Adulto Mayor en el Municipio de El Santuario, con el propósito de generar recursos destinados a financiar programas y proyectos orientados a la protección, atención y mejoramiento de la calidad de vida de las personas mayores.

En concordancia con el marco constitucional y legal expuesto, la Secretaría de Protección Social identificó la necesidad de garantizar la continuidad de la atención integral institucional de las personas adultas mayores remitidas por la Administración Municipal, quienes por sus condiciones de vulnerabilidad, abandono, indigencia, violencia intrafamiliar o ausencia de redes de apoyo requieren protección permanente y especializada. En consecuencia, y considerando que el Municipio no dispone de infraestructura propia, capacidad instalada, talento humano especializado ni recursos técnicos y operativos suficientes para prestar directamente dichos servicios, resulta procedente adelantar el presente proceso de contratación, garantizando la continuidad, oportunidad, calidad e integralidad de la atención, en cumplimiento de los fines esenciales del Estado, de las competencias asignadas a las entidades territoriales y de la obligación constitucional de brindar protección reforzada a las personas adultas mayores.

2. PERSPECTIVA COMERCIAL.

La Ley 2055 de 2020 “Por medio de la cual se aprueba la «convención interamericana sobre la protección de los derechos humanos de las personas mayores», adoptada en Washington, el 15 de junio de 2015”, cuyo objeto es promover, proteger y asegurar el reconocimiento y el pleno goce y ejercicio, en condiciones de igualdad, de todos los derechos humanos y libertades fundamentales de la persona mayor, a fin de contribuir a su plena inclusión, integración y participación en la sociedad; prescribe  que, la persona mayor tiene derecho a la libertad expresión y opinión y al acceso a la información, en igualdad de condiciones con otros sectores de la población y por los medios de su elección. En ese mismo sentido, dispone que Parte promoverán el desarrollo de servicios y programas de recreación, incluido el turismo, así como actividades de esparcimiento y deportivas que tengan en cuenta los intereses y las necesidades de la persona mayor, en particular de aquella que recibe servicios de cuidado a largo plazo, con el objeto de mejorar su salud y calidad de vida en todas sus dimensiones y promover su autorrealización, independencia, autonomía e inclusión en la comunidad. 

Entiéndase que las personas mayores son sujetos de derecho y de especial protección constitucional, socialmente activos, con garantías y responsabilidades respecto de sí mismas, su familia, su sociedad, con su entorno inmediato y con las futuras generaciones. 

Las personas envejecen de múltiples maneras dependiendo de las experiencias, eventos cruciales y transiciones afrontadas durante sus cursos de vida, es decir, implica procesos de desarrollo y de deterioro. Generalmente, una persona mayor es una persona de 60 años de edad o más. 

De acuerdo con la [footnoteRef:1]Organización Mundial de la salud, la vejez, representa una construcción social y biográfica del último momento del curso vital y comprende las últimas décadas de la vida de un individuo, con un punto final marcado por la muerte, cuyo avance se produce en función de las identidades de género, las experiencias vitales, los eventos cruciales y las transiciones afrontadas durante la trayectoria de vida. Está correlacionado con el avance del paso de los años y configura las transformaciones físicas, cognitivas, emocionales y sociales del individuo que, inexorablemente, se relacionan con la pérdida de las capacidades corporales y funcionales graduales y de disminución de la densidad ósea, el tono muscular y la fuerza. Su severidad será relativa, en función de las decisiones y acciones que se hayan tomado paulatinamente durante el transcurso de la vida, es decir en el trayecto del envejecimiento.[footnoteRef:2] [1:  https://www.who.int/]  [2:  https://www.minsalud.gov.co/proteccionsocial/promocion-social/Paginas/envejecimiento-vejez.aspx] 


La Política Pública Nacional de Envejecimiento y Vejez 2022-2031, adoptada por el Decreto 681 de 2022 tiene como propósito garantizar las condiciones necesarias para el envejecimiento saludable y la vivencia de una vejez digna, autónoma e independiente en igualdad, equidad y no discriminación, en el marco de la protección, promoción, defensa y restablecimiento de los derechos humanos y bajo el principio de corresponsabilidad individual, familiar, social y estatal.[footnoteRef:3] [3:  https://www.minsalud.gov.co/Normatividad_Nuevo/Decreto%20No.%20681%20de%202022.pdf] 


Según cifras del [footnoteRef:4]DANE del año 2021, se estima que en el país hay 7.107.914 personas adultas mayores, es decir, de 60 y más años; esto equivale al 13,9% de la población colombiana, y se calcula que para el 2070 la cifra ascenderá al 32%. [4: https://www.dane.gov.co/files/investigaciones/notas-estadisticas/nov-2021-nota-estadistica-personas-mayores-en-colombia-presentacion.pdf] 

Distintos factores ponen en riesgo de vulnerabilidad a los adultos mayores y sus derechos, por ejemplo, el Departamento Nacional de Planeación, reveló uno de cada cinco adultos mayores se encuentra en condiciones de pobreza, y regresando a las cifras del DANE, para el año 2020 dos de cada diez personas mayores se encontraban en situación de pobreza multidimensional (18,0%), y al mismo tiempo, el 24,1% estaba en pobreza monetaria.
Adicionalmente, el DANE expuso que la Tasa Global de Participación en el Mercado Laboral, fue del 37,8%. Esta vida laboral extendida se debe varias razones, entre ellas que solo el 25,5% de dicho grupo poblacional cuenta con pensión.
Aunque no es muy claro si este grupo etario se dedica mayormente a actividades formales o informales, según el mismo informe, la agricultura, ganadería, caza, silvicultura y pesca (26,0%) y el comercio y reparación de vehículos (19,3%), fueron las ramas de actividad que más ocuparon a estas personas. Así mismo, se encontró que los oficios domésticos y las labores de cuidado son actividades desempeñadas principalmente por mujeres y, en la mayoría de los casos, es trabajo no remunerado.
3. PERSPECTIVA FINANCIERA.
 
Las reformas y cambios que han venido operando en el país y el mundo, requieren de una persona que se pueda desempeñar en diferentes contextos: Nacional, Regional y Local, dentro de un mundo globalizado en lo económico social y cultural.  
 
El marco de referencia dado por la Constitución Política en 1991 y los procesos de modernización, descentralización del Estado y las diferentes formas de participación social otorgadas dentro del marco jurídico, han convertido al municipio colombiano en la célula fundamental del Estado, responsables de asegurar la prestación de los servicios de salud, agua potable, alcantarillado, otros servicios públicos domiciliarios y del medio ambiente.  
 
 
En este sentido y según el histórico en el municipio se ha establecido que los honorarios que se reconocen por este tipo de actividades en municipios de quinta categoría a nivel técnico, dependen de las actividades a desarrollar dada la experiencia y/o la formación técnica, tecnológica o profesional, todo ello con base en determinaciones surtidas a nivel jurisprudencial y legal y en especial lo reglado por el Gobierno Nacional.  

Las reformas y cambios que han venido operando en el país y el mundo, requieren de una persona que se pueda desempeñar en diferentes contextos: Nacional, Regional y Local, dentro de un mundo globalizado en lo económico social y cultural.  

Para la administración municipal como entidad pública, el apoyo a la gestión constituye un renglón importante en la economía del municipio, puesto que para su ejercicio se requiere de conocimientos intelectuales específicos. La contratación de apoyo a la gestión administrativa no está sujeta a requisitos particulares de índole legal diferentes a las reglas de contratación; la determinación del perfil del posible contratista y de quien lo cumple está relacionada con el conocimiento previo de las condiciones académicas y de experiencia acreditable por el contratista. 
Desde el punto de vista financiero, la prestación del servicio que se pretende contratar no genera un ingreso para a Entidad que le permita manejar sus finanzas públicas, puesto que responde al área específica de cuidado y atención integral a comunidades muchas veces consideradas como vulnerables e indefensas y a las cuales se le brinda atención especial, con el fin de orientar desde la Administración Municipal soluciones eficaces a sus problemáticas; por ello la real inversión en este proceso es de carácter social, acorde con los lineamientos que definen a la Secretaría de Protección social.
De acuerdo al artículo 352 constitucional, la ley Orgánica del Presupuesto regulará lo correspondiente a la programación, aprobación, modificación, ejecución de los presupuestos de la Nación, de las entidades territoriales y de los entes descentralizados de cualquier nivel administrativo.

En correlación, el Decreto 111 de 1996 "Por el cual se compilan la Ley 38 de 1989, la Ley 179 de 1994 y la Ley 225 de 1995 que conforman el estatuto orgánico del presupuesto”, dispuso: “ARTÍCULO 1º. La presente ley constituye el estatuto orgánico del presupuesto general de la Nación a que se refiere el artículo 352 de la Constitución Política. En consecuencia, todas las disposiciones en materia presupuestal deben ceñirse a las prescripciones contenidas en este estatuto que regula el sistema presupuestal (L. 38/89, art. 1º; L. 179/94, art. 55, inc. 1º).”

Ahora bien, es importante traer a colación la Sentencia C-652 del 14 de octubre de 20151, Magistrado Ponente: Luis Guillermo Guerrero Pérez, a través de la cual sobre el tema se consideró lo siguiente: 7.6. Por su parte, el artículo 36 del Estatuto Orgánico del Presupuesto, Decreto 111 de 1996, dispone que el Presupuesto de Gastos se compondrá de los gastos de funcionamiento, del servicio de la deuda pública y de los gastos de inversión, y que cada uno de esos gastos se presentará clasificado “en diferentes secciones” que corresponderán, entre otros órganos y ramas del poder público, “a la rama judicial”. En plena correspondencia con dicho mandato, el artículo 110 del mismo estatuto establece que: “[l]os órganos que son una sección en el presupuesto general de la nación, tendrán la capacidad de contratar y comprometer a nombre de la persona jurídica de la cual hagan parte y ordenar el gasto en desarrollo de las apropiaciones incorporadas en la respectiva sección, lo que constituye la autonomía presupuestal a que se refieren la Constitución Política y la ley. Estas facultades estarán en cabeza del jefe de cada órgano, quien podrá delegarlas en funcionarios del nivel directivo o quien haga sus veces...”


Desde el punto de vista financiero, la prestación del servicio que se pretende contratar, no genera un ingreso para a Entidad que le permita manejar sus finanzas públicas, puesto que responde a la necesidad de orientar los recursos públicos en salud, la trazabilidad de la información y la eficiencia en la prestación del servicio de la Secretaría de Protección Social. Por ello la real inversión en este proceso es de carácter social, acorde con los lineamientos que definen a la dependencia en salud en el municipio. 

 4. PERSPECTIVA ORGANIZACIONAL.

El sector correspondiente a la prestación de servicios de atención integral institucional para personas adultas mayores hace parte del sector de los servicios sociales y asistenciales, el cual comprende el conjunto de instituciones públicas, privadas y organizaciones especializadas que desarrollan programas dirigidos a garantizar la protección, el cuidado y el mejoramiento de la calidad de vida de las personas mayores que, por sus condiciones de vulnerabilidad, dependencia física o cognitiva, abandono, violencia intrafamiliar, indigencia o ausencia de redes familiares de apoyo, requieren atención permanente en instituciones especializadas.

La atención integral institucional constituye un servicio de carácter permanente que comprende, entre otros, el alojamiento, la alimentación, el cuidado básico, el suministro de elementos de aseo personal, el acompañamiento psicosocial, las actividades recreativas, culturales y ocupacionales, el apoyo para el acceso a los servicios de salud, el fortalecimiento de redes de apoyo y todas aquellas acciones orientadas a garantizar la protección integral y el ejercicio efectivo de los derechos de las personas mayores institucionalizadas.

El fortalecimiento de este sector responde al proceso de transición demográfica que atraviesa Colombia y gran parte del mundo, caracterizado por el incremento sostenido de la esperanza de vida y el crecimiento de la población adulta mayor. Esta transformación ha generado un aumento progresivo en la demanda de servicios especializados para la atención de personas mayores que requieren cuidados de larga duración, especialmente aquellas que presentan dependencia funcional, deterioro cognitivo o condiciones de vulnerabilidad social y económica.

La Ley 2055 de 2020, mediante la cual Colombia aprobó la Convención Interamericana sobre la Protección de los Derechos Humanos de las Personas Mayores, reconoce a las personas mayores como sujetos plenos de derechos y establece la obligación de los Estados de promover condiciones que garanticen su dignidad, autonomía, independencia, participación e inclusión social. Así mismo, dispone que las personas mayores tienen derecho a recibir servicios integrales de cuidado, protección y asistencia que respondan a sus necesidades particulares y contribuyan al mejoramiento de su calidad de vida.

En el mismo sentido, la Política Colombiana de Envejecimiento Humano y Vejez 2022-2031, adoptada mediante el Decreto 681 de 2022, orienta las actuaciones del Estado hacia la consolidación de un modelo de atención integral que permita garantizar un envejecimiento saludable, promover la permanencia de las personas mayores en condiciones de dignidad y fortalecer los servicios de cuidado de larga duración como respuesta al crecimiento progresivo de esta población.

De acuerdo con las proyecciones demográficas del Departamento Administrativo Nacional de Estadística (DANE), Colombia presenta un proceso acelerado de envejecimiento poblacional, reflejado en el incremento constante de la población de 60 años y más y en la reducción progresiva de la población joven. Esta dinámica demográfica ha generado un aumento sostenido en la demanda de servicios sociales, asistenciales y de atención integral dirigidos a las personas mayores, especialmente aquellas que presentan dependencia funcional o carecen de redes familiares de apoyo.

Adicionalmente, diversos estudios del DANE y del Departamento Nacional de Planeación evidencian que un porcentaje importante de la población adulta mayor enfrenta condiciones de pobreza, dependencia económica, discapacidad, aislamiento social y vulnerabilidad, circunstancias que incrementan la necesidad de contar con instituciones especializadas que garanticen la atención integral, la protección de sus derechos y el mejoramiento de su calidad de vida.

En este contexto, el sector de atención integral institucional para personas adultas mayores se caracteriza por requerir altos niveles de especialización, infraestructura adecuada, disponibilidad permanente de talento humano interdisciplinario y cumplimiento de estándares técnicos y administrativos establecidos por la normatividad vigente, factores que limitan el número de instituciones con capacidad para prestar este tipo de servicios y hacen que su oferta sea especializada dentro del mercado de los servicios sociales.

En consecuencia, la prestación de servicios de atención integral institucional constituye una actividad estratégica para garantizar la protección de una población sujeto de especial protección constitucional, cuyo crecimiento sostenido demanda la consolidación de instituciones capaces de ofrecer servicios continuos, humanizados e integrales, orientados a preservar la dignidad, la autonomía y el bienestar de las personas adultas mayores.

5. PERSPECTIVA TÉCNICA.

[bookmark: _heading=h.1fob9te]La atención integral institucional de personas adultas mayores constituye un servicio especializado de carácter permanente, dirigido a garantizar condiciones dignas de vida a personas que, por razones de vulnerabilidad social, abandono, indigencia, violencia intrafamiliar, discapacidad, dependencia funcional o ausencia de redes familiares de apoyo, requieren protección institucional y acompañamiento continuo para la satisfacción de sus necesidades básicas y el ejercicio efectivo de sus derechos.

La prestación de este servicio exige el cumplimiento de condiciones técnicas, administrativas, locativas y de talento humano que permitan brindar una atención permanente, integral, interdisciplinaria y humanizada, orientada a preservar la dignidad, autonomía, bienestar físico, mental y social de las personas mayores institucionalizadas.

En desarrollo de lo dispuesto en la Ley 1315 de 2009, la Resolución 0024 de 2017 expedida por la Gobernación de Antioquia establece las condiciones mínimas que deben cumplir los Centros de Protección Social al Adulto Mayor, determinando estándares relacionados con la infraestructura física, accesibilidad, dotación, organización institucional, talento humano, atención interdisciplinaria y calidad en la prestación del servicio.

Desde el punto de vista técnico, la prestación del servicio comprende de manera permanente e ininterrumpida la garantía de alojamiento en condiciones adecuadas de habitabilidad y seguridad; alimentación balanceada conforme a los requerimientos nutricionales de las personas mayores; suministro de elementos de aseo personal cuando se requieran; lavado de ropa y lencería; limpieza y mantenimiento de las instalaciones; acompañamiento permanente para las actividades básicas de la vida diaria; seguimiento al estado general de salud; apoyo en la gestión para el acceso a los servicios de salud; acompañamiento psicosocial; desarrollo de actividades recreativas, culturales, ocupacionales y de integración social; fortalecimiento de redes familiares cuando ello sea posible; promoción del envejecimiento activo y protección permanente de los derechos de las personas institucionalizadas.

Así mismo, la atención integral demanda la existencia de protocolos institucionales para el ingreso de usuarios, valoración inicial, seguimiento interdisciplinario, manejo de medicamentos cuando corresponda, remisión a servicios de salud, atención de emergencias, prevención de riesgos, protección de derechos, participación familiar, atención de quejas y mejoramiento continuo de la calidad del servicio.

La infraestructura destinada para la prestación del servicio debe ofrecer condiciones de accesibilidad, seguridad, iluminación, ventilación, saneamiento básico, espacios para alojamiento, alimentación, recreación, atención interdisciplinaria y circulación segura de personas con movilidad reducida, garantizando ambientes protectores acordes con las necesidades funcionales de la población adulta mayor.

De igual manera, la adecuada ejecución del objeto contractual requiere la disponibilidad permanente de talento humano suficiente e idóneo, con formación y experiencia en la atención de personas mayores, que permita garantizar la continuidad del servicio durante las veinticuatro (24) horas del día y responder oportunamente a las necesidades asistenciales, sociales y administrativas derivadas de la institucionalización.

En este sentido, para la ejecución del contrato deberá disponerse, como mínimo, del personal requerido conforme a las condiciones establecidas en la Resolución 0024 de 2017, incluyendo la dirección o coordinación del centro, personal de enfermería o auxiliar de enfermería según la capacidad instalada, personal responsable de la preparación y suministro de alimentos, personal de servicios generales encargado de las labores de aseo y lavandería, así como cuidadores o auxiliares encargados de la atención directa de las personas mayores, sin perjuicio de otros perfiles que resulten necesarios para garantizar la prestación integral del servicio.

Las actividades desarrolladas por el contratista deberán ejecutarse de manera continua durante todo el término contractual, garantizando una atención integral institucional que permita satisfacer las necesidades básicas de los usuarios y promover el mantenimiento o mejoramiento de su calidad de vida, mediante acciones verificables, medibles y susceptibles de seguimiento por parte de la supervisión del contrato.

En consecuencia, la prestación del servicio objeto del presente proceso contractual requiere una institución con capacidad técnica, infraestructura adecuada, talento humano suficiente, organización administrativa y experiencia específica en la atención integral institucional de personas adultas mayores, garantizando el cumplimiento de los estándares mínimos establecidos en la normatividad vigente y la prestación continua, oportuna y humanizada de los servicios requeridos por la Administración Municipal.

5.1 ESPECIFICACIONES TÉCNICAS	

El contratista deberá cumplir con las siguientes especificaciones técnicas: 

1.	Garantizar alojamiento permanente las veinticuatro (24) horas del día durante toda la ejecución contractual para los adultos mayores remitidos por la Administración Municipal, proporcionando habitación adecuada, cama individual, colchón, almohada, ropa de cama, servicios públicos básicos y condiciones dignas de habitabilidad
2.	Garantizar diariamente la alimentación de los adultos mayores institucionalizados mediante el suministro mínimo de tres (3) comidas principales y dos (2) refrigerios diarios, preparados bajo condiciones sanitarias adecuadas y acordes con las necesidades nutricionales de la población atendida.
3.	Suministrar los elementos necesarios para la higiene y aseo personal de cada usuario, incluyendo como mínimo jabón, shampoo, crema dental, cepillo dental, papel higiénico, toallas y demás insumos requeridos para garantizar condiciones adecuadas de autocuidado.
4.	Garantizar el acompañamiento y seguimiento permanente al estado de salud de los adultos mayores institucionalizados, realizando la gestión de citas médicas, entrega y control de medicamentos formulados, remisiones, controles especializados y articulación con las EPS e IPS correspondientes.
5.	Ejecutar mínimo cuatro (4) actividades recreativas mensuales orientadas al fortalecimiento físico, emocional, cognitivo y social de los adultos mayores institucionalizados.
6.	Garantizar el acompañamiento psicosocial a los usuarios institucionalizados mediante valoración inicial, seguimiento periódico, intervención familiar cuando sea procedente y registro documental de las actuaciones realizadas.
7.	Implementar acciones permanentes de promoción, garantía y restablecimiento de derechos de las personas mayores institucionalizadas, informando oportunamente a la Administración Municipal cualquier situación de vulneración identificada.
8.	Presentar informes mensuales que contengan como mínimo: número de adultos mayores atendidos, actividades realizadas, soportes fotográficos, novedades presentadas, seguimiento en salud, actividades recreativas desarrolladas y evidencia de cumplimiento de las obligaciones contractuales.
9.	Cubrir los gastos exequiales de los Adultos Mayores Institucionalizados. 
10. Participar y conceptuar en las reuniones del Comité de Adultos Mayores.
11. Emitir conceptos por escrito que le sean solicitados por el Señor Alcalde o la Secretaría de Protección Social, acorde con el objeto contractual. 
12. Posibilitar que la Administración Municipal direccione adultos mayores en el momento en que así lo requiera, logrando tener disponibles cupos para atender las necesidades que se van presentando y que serán canalizadas a través de la Secretaría de Protección Social. 
13. Realizar la apertura de nuevos cupos para el Municipio de El Santuario, atendiendo a la necesidad del servicio, cuyos gastos adicionales deberán ser asumidos por la Administración Municipal en las mismas condiciones del presente contrato; por lo que, se deberán hacer los ajustes presupuestales correspondientes. 
14. Asistir a las reuniones que le sean solicitadas por el alcalde o el (la) supervisor (a) del contrato. 
15. Apoyar y asistir a las reuniones de los grupos de trabajo donde se desarrollen temas relacionados con el objeto del presente contrato. 
16. Ejecutar las demás actividades afines, pertinentes y necesarias, que se adelanten en el Municipio y que sean propias de la ejecución del objeto contractual.

5.2 PERSONAL MÍNIMO REQUERIDO PARA LA EJECUCIÓN DEL CONTRATO
El contratista deberá garantizar durante toda la ejecución contractual la disponibilidad del siguiente talento humano mínimo, conforme a las condiciones técnicas establecidas para la prestación del servicio de atención integral institucional a personas adultas mayores:
•	Un (1) Director o Coordinador Institucional con formación profesional en áreas administrativas, sociales o de la salud.
•	Un (1) Auxiliar de Enfermería con matrícula profesional vigente.
•	Personal cuidador o gerocultor suficiente para garantizar atención permanente las veinticuatro (24) horas del día.
•	Un (1) Manipulador de alimentos con certificación vigente en buenas prácticas de manufactura.
•	Personal de servicios generales suficiente para garantizar aseo, lavandería y mantenimiento de las instalaciones.
•	La entidad contratista deberá acreditar la vinculación o disponibilidad efectiva de dicho personal durante toda la ejecución contractual.

5.3 INFRAESTRUCTURA MÍNIMA REQUERIDA
	
El contratista deberá disponer durante toda la ejecución del contrato, como mínimo, de:
•	Habitaciones en condiciones dignas de habitabilidad.
•	Camas individuales con colchón y ropa de cama.
•	Comedor.
•	Cocina.
•	Baterías sanitarias adaptadas.
•	Área de lavandería.
•	Área para actividades recreativas.
•	Botiquín.
•	Espacios para atención individual.
•	Condiciones de accesibilidad para personas con movilidad reducida.

6. [bookmark: _heading=h.gjdgxs]ESTUDIO DE LA OFERTA.

La Administración Municipal de El Santuario, a través de la Secretaría de Protección Social, tiene la responsabilidad de formular, coordinar y ejecutar acciones dirigidas a la protección de la población adulta mayor en condición de vulnerabilidad, garantizando el acceso a servicios que permitan la protección de sus derechos fundamentales y el mejoramiento de su calidad de vida.

Para el cumplimiento de esta función, el Municipio requiere el apoyo de una institución especializada que cuente con capacidad técnica, administrativa y operativa para prestar el servicio de atención integral institucional a las personas adultas mayores que, por encontrarse en condiciones de abandono, indigencia, violencia intrafamiliar, ausencia de redes familiares de apoyo o cualquier otra situación de vulnerabilidad, han sido institucionalizadas por la Administración Municipal.

El mercado correspondiente a la prestación de este tipo de servicios está conformado por instituciones que disponen de infraestructura física adecuada, capacidad instalada, talento humano interdisciplinario, organización administrativa y experiencia específica en la atención permanente de personas mayores, cumpliendo las condiciones técnicas, administrativas, locativas y de talento humano establecidas en la Ley 1315 de 2009 y en la Resolución 0024 de 2017 expedida por la Gobernación de Antioquia.

En consecuencia, la institución que preste el servicio deberá estar en capacidad de garantizar de manera permanente y continua el alojamiento, la alimentación, el acompañamiento para el acceso a los servicios de salud, el cuidado básico, el acompañamiento psicosocial, el suministro de elementos de aseo personal cuando se requieran, las actividades recreativas, culturales y ocupacionales, así como todas las demás acciones necesarias para brindar una atención integral a las personas mayores institucionalizadas.
Así mismo, deberá acreditar experiencia específica en la prestación de servicios de atención integral institucional a personas adultas mayores y demostrar que cuenta con la infraestructura, capacidad instalada, organización administrativa y talento humano suficientes para garantizar la adecuada ejecución del contrato durante todo el plazo contractual.

Como resultado del análisis realizado por la Secretaría de Protección Social, se identificó que el Centro de Bienestar del Anciano San Vicente de Paul cuenta con presencia permanente en el Municipio de El Santuario, dispone de la infraestructura física, capacidad instalada, organización administrativa, experiencia y talento humano requeridos para prestar el servicio objeto del contrato, constituyéndose en una institución con capacidad para apoyar a la Administración Municipal en el cumplimiento de su función de protección y atención integral de las personas adultas mayores institucionalizadas.

Adicionalmente, su ubicación dentro del Municipio representa una ventaja para la ejecución del contrato, al favorecer la permanencia de los usuarios en su entorno social y comunitario, facilitar el acompañamiento de sus familiares y redes de apoyo cuando estas existen, evitar el desarraigo que implicaría su traslado a otros municipios y permitir a la Administración Municipal ejercer una supervisión más eficiente, permanente y oportuna sobre la prestación del servicio, circunstancias que contribuyen a garantizar el bienestar y la protección integral de la población beneficiaria.

7. [bookmark: _heading=h.2et92p0]ANÁLISIS DE LA DEMANDA.

Con el fin de determinar el comportamiento de la necesidad que pretende satisfacer el presente proceso contractual, la Secretaría de Protección Social realizó el análisis de la demanda histórica del Municipio de El Santuario y de los procesos contractuales adelantados por otras entidades estatales para la prestación de servicios similares, con el propósito de identificar antecedentes de contratación, modalidades de selección, objetos contractuales, valores, plazos de ejecución y demás condiciones relevantes que sirvan de referente para la estructuración del presente proceso.
Este análisis permite evidenciar la continuidad de la necesidad institucional, la permanencia de la población beneficiaria y la obligación de la Administración Municipal de garantizar la prestación ininterrumpida del servicio de atención integral institucional a las personas adultas mayores que han sido institucionalizadas por encontrarse en condición de vulnerabilidad, abandono, indigencia, violencia intrafamiliar o ausencia de redes familiares de apoyo.
7.1 Histórico del Municipio:
La Secretaría de Protección Social verificó el comportamiento histórico de la contratación realizada por el Municipio de El Santuario para garantizar la atención integral institucional de personas adultas mayores, evidenciando que durante las vigencias anteriores la Administración Municipal ha requerido contratar de manera continua la prestación de este servicio, debido a que persisten las condiciones de vulnerabilidad de la población beneficiaria y el Municipio no cuenta con infraestructura propia ni capacidad instalada para prestar directamente esta atención.
Como resultado del análisis se identificaron los siguientes procesos contractuales, los cuales constituyen un referente de la demanda histórica institucional:
Tabla 1: Procesos de contratación registrados en la entidad para el desarrollo del objeto contractual:
	
MODALIDAD
	
ENTIDAD
	
OBJETO
	
VALOR

	CONTRATACIÓN DIRECTA (LEY 1150 DE 2007)

	ANTIOQUIA - ALCALDÍA MUNICIPIO DE EL SANTUARIO
	ATENCIÓN INTEGRAL A ADULTOS INSTITUCIONALIZADOS DE ESCASOS RECURSOS ECONÓMICOS, EN CONDICIÓN DE VULNERABILIDAD Y ABANDONO.
	$127.598.328

28/01/2026
30/06/2026

	CONTRATACIÓN DIRECTA (LEY 1150 DE 2007)

	ANTIOQUIA - ALCALDÍA MUNICIPIO DE EL SANTUARIO
	ATENCIÓN INTEGRAL A ADULTOS INSTITUCIONALIZADOS DE ESCASOS RECURSOS ECONÓMICOS, EN CONDICIÓN DE VULNERABILIDAD Y ABANDONO.
	$231.749.100

10/03/2025
31/12/2025

	CONTRATACIÓN DIRECTA (LEY 1150 DE 2007)

	ANTIOQUIA - ALCALDÍA MUNICIPIO DE EL SANTUARIO
	ATENCIÓN INTEGRAL A ADULTOS INSTITUCIONALIZADOS DE ESCASOS RECURSOS ECONÓMICOS, EN CONDICIÓN DE VULNERABILIDAD Y ABANDONO
	$99.144.000

19/07/2024
31/12/2024



Del análisis de los procesos contractuales anteriormente relacionados se evidencia que la necesidad de institucionalizar personas adultas mayores ha permanecido constante durante las últimas vigencias fiscales, razón por la cual la Administración Municipal debe garantizar la continuidad en la prestación del servicio, evitando la interrupción de la atención integral brindada a una población sujeto de especial protección constitucional.

7.2 Histórico de compras o adquisiciones de otras entidades Estatales.  
Con el propósito de identificar las prácticas de contratación empleadas por otras entidades territoriales para atender necesidades similares, se realizó consulta en la Plataforma Electrónica para la Contratación Pública – SECOP, encontrando procesos contractuales relacionados con la atención integral institucional de personas adultas mayores adelantados por diferentes municipios del país.
La revisión permitió identificar modalidades de contratación, objetos contractuales, valores y plazos de ejecución que constituyen referentes para la estructuración del presente proceso, sin que ello implique identidad absoluta entre los contratos analizados, toda vez que las necesidades, población beneficiaria, cobertura y disponibilidad presupuestal varían entre las entidades territoriales.
Tabla 2: Procesos de contratación registrados en el SECOP de compras o adquisiciones de otras entidades Estatales:

	MODALIDAD
	ENTIDAD
	OBJETO
	VALOR
	DURACIÓN

	CONTRATACIÓN DIRECTA (LEY 1150 DE 2007)
	ANTIOQUIA ALCALDÍA MUNICIPIO ARMENIA
	PRESTACIÓN DE SERVICIOS DE APOYO LOGÍSTICO Y TÉCNICO PARA LA ATENCIÓN Y ASISTENCIA MÍNIMA BÁSICA A UN GRUPO DE PERSONAS ADULTAS MAYORES QUE SE ENCUENTREN CON VULNERABILIDAD SOCIOECONÓMICA FAMILIAR Y SOCIAL, EN ESTADO DE CALLE, CARACTERIZADOS CON NECESIDADES ESPECIALES DE PROTECCIÓN Y DE ENFOQUE DIFERENCIAL, A TRAVÉS DE LA INSTITUCIONALIZACIÓN EN UN CENTRO DE PROTECCIÓN SOCIAL PARA ADULTO MAYOR- CPSAM, MODALIDAD DE LARGA ESTANCIA.
	$29.024.000
	01-09-2022

	CONTRATACIÓN DIRECTA (LEY 1150 DE 2007)
	BOYACÁ ALCALDÍA MUNICIPIO TENZA
	AUNAR ESFUERZOS Y COOPERAR ENTRE SI, CON EL FIN DE DAR ATENCION INTEGRAL AL ADULTO MAYOR DEL PROGRAMA CENTRO VIDA DEL MUNICIPIO DE TENZA - BOYACA
	$22.000.000
	30/06/2023


	CONTRATACIÓN DIRECTA (LEY 1150 DE 2007)
	ANTIOQUIA ALCALDÍA MUNICIPIO FREDONIA
	PRESTAR LOS SERVICIOS DE APOYO A LA GESTIÓN EN LA CONTRATACIÓN DEL SERVICIO DE HOGAR DE PASO PARA LA ATENCIÓN INTEGRAL A LOS NIÑOS, NIÑAS Y ADOLESCENTES QUE ASÍ LO REQUIERAN, DENTRO DEL PROCESO ADMINISTRATIVO DE RESTABLECIMIENTO DE DERECHOS EN EL MUNICIPIO DE FREDONIA
	$15.840.000
	04/02/2023



Del análisis efectuado se concluye que las entidades territoriales acuden de manera recurrente a la contratación de instituciones especializadas para garantizar la atención integral de personas adultas mayores en condición de vulnerabilidad, utilizando principalmente la modalidad de contratación directa cuando se configuran las causales previstas en la normativa vigente. Así mismo, los antecedentes consultados constituyen un referente para el análisis técnico y económico del presente proceso, particularmente en lo relacionado con la definición de las condiciones generales de prestación del servicio y la estimación del presupuesto oficial, aspectos que se desarrollan en los estudios previos correspondientes.
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